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I. INTRODUCCIÓN: PARLAMENTO Y REPRESENTACIÓN
El parlamento no ha sido históricamente una institución homogénea, pero sí ha contado 

con un elemento común a lo largo de su trayectoria como institución desde sus orígenes 
medievales: la función representativa. Aunque el sujeto colectivo representado no podía ser 
el mismo, se fue expandiendo desde los brazos estamentales medievales hasta el origen del 
parlamento actual en el liberalismo característico del siglo XIX. Pero la gran transformación 
del parlamento que lo convirtió en el órgano que hoy conocemos tuvo lugar en las postrime-
rías del Estado moderno y la transición hacia la contemporaneidad, cuando se produjo el 
abandono paulatino de la representación estamental de las asambleas feudales, sujetas al 
mandato imperativo, a la representación de la universitas propia de los parlamentos liberales 
a partir de finales del siglo XVII en Inglaterra y del siglo XVIII en Estados Unidos y Francia, y 
traducida en la confianza que supone el mandato representativo (A 1996: 167-172). 

Las transformaciones del parlamento europeo –los sistemas presidencialistas siguieron 
otro rumbo– ya en el siglo XX se produjeron esencialmente respecto a su composición y 
funciones, en particular respecto al Gobierno que, a medida que se alejaba del rey, se acerca-
ba al parlamento como refugio donde encontrar la necesidad de legitimidad democrática, lo 
que indujo a una evolución paulatina del parlamentarismo caracterizado por un Gobierno 
responsable ante él y, ya entrado el siglo XX, a los elementos de racionalización parlamenta-
ria que hoy caracterizan su actividad. Como afirma A (1997: 17), en el siglo XX la 
configuración del parlamento comenzó a no responder a las pautas del siglo pasado en la 
medida en que aparece el predominio del poder Ejecutivo, ocasionado fundamentalmente 
por la existencia de mayorías parlamentarias, por la teoría del parlamentarismo racionaliza-
do y por el temor al gobierno de asamblea.

A medida que el parlamento se transformaba ocurría lo mismo con su principal función: 
la representativa. Durante el medioevo, la representación estamental era estricta por cuanto 
los órganos de representación no se constituían como instituciones diferentes de los repre-
sentados. Por lo tanto, debían responder fielmente a la voluntad de los representados. En la 
medida en que el parlamento se organizó no solo como un órgano propio, sino como el 
centro de la vida política de la democracia liberal, el concepto de representación desbordó 
sus márgenes imperativos para dar paso a un contenido tan impreciso como amplio de re-
presentación, que será conocida como mandato representativo, lo que requerirá de nuevas 
concepciones políticas de la representación acordes con las funciones contemporáneas del 
parlamento. Como afirma F S (2006: 259), el constitucionalismo iusra-
cionalista tomará del pensamiento ilustrado las bases argumentales a partir de las que cons-
truye su concepto de representación. No es ya la historia, sino la filosof ía política la que 
proporciona los pilares sobre los que habrá de sustentarse la existencia de un Parlamento.

Pero en el concepto de representación también influyó de manera determinante la apari-
ción del constitucionalismo democrático en las revoluciones liberales norteamericana y fran-
cesa de finales del siglo XVIII. Y es en ese momento cuando hace su aparición el concepto 
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ilustrado de soberanía que, aunque originado siglos antes para describir la evolución autori-
taria del poder del rey, finalmente es apropiado por el contractualismo democrático con el 
objeto de determinar la relación entre poder y pueblo (M D, 2012: 4 y ss). Dos 
contenidos de soberanía aparecerán en este marco: la soberanía como poder ilimitado cuyo 
sujeto es el pueblo y que, por lo tanto, no puede ser representada por el parlamento (sobera-
nía popular), y la soberanía como poder limitado cuyo sujeto es la representación del pueblo 
(soberanía nacional) por el parlamento. La construcción de los dos conceptos, sustantiva-
mente diferentes, y su relación con el parlamento serán sujeto de análisis en este trabajo. 

Afirma B (2012: 248) que, desde un análisis clásico, el concepto de representación 
(o la teoría del mismo nombre) se presenta según el siguiente esquema: la representación es 
una forma de gobierno que se opone a la democracia en la medida en que, en la primera, la 
nación delega el ejercicio de la soberanía en las autoridades elegidas mientras que, en la se-
gunda, el pueblo ejerce, él mismo, su soberanía. Jurídicamente, este hecho se traduce en la 
prohibición del mandato imperativo, en el primer caso, y en la práctica del referéndum en el 
segundo. Estas dos formas de gobierno se distinguen, de igual forma, por su fundamento: la 
representación deriva de la teoría de la soberanía nacional, mientras que la democracia de-
riva de la teoría de la soberanía popular. 

II. LA SOBERANÍA NO SE REPRESENTA: LA SOBERANÍA POPULAR EN EL ESTADO 
LIBERAL REVOLUCIONARIO
Las revoluciones liberales de finales del siglo XVIII fundamentaron la capacidad trans-

formadora del constitucionalismo democrático en la concepción del pueblo como sujeto de 
la soberanía, y la soberanía se configuró como la nueva fuente de legitimidad del orden jurí-
dico-político (M D, 2012: 8 y ss). La influencia de los contractualistas demo-
cráticos, Paine y, especialmente, Rousseau, fue determinante en esta construcción teórica 
que pronto adquirió naturaleza material. El soberano rousseauniano es la voluntad general, 
y como voluntad, es actividad, decisión. Desde esta posición el soberano quiere el interés 
general, constituyéndose como un cuerpo, como un todo, cuya existencia activa se da cuan-
do el pueblo está reunido. La soberanía, o poder del cuerpo político sobre todos sus miem-
bros, se identifica con la voluntad general, y sus características fundamentales son: inaliena-
ble, indivisible, infalible y absoluta (C 2008: 140). Por lo tanto, irrepresentable. En el 
Estado liberal revolucionario, esto es, las primeras constituciones liberales que rompieron 
con el Antiguo Régimen y crearon las bases del liberalismo político, la soberanía solo podía 
ejercitarse directamente y, por ello, no podía ser representada.

Lo que no significa que no hubiera necesidad de gobierno o, en términos teóricos, ejerci-
cio (que no delegación) de la soberanía. Para Rousseau, afirma C (2008: 144), “el go-
bierno es un mal necesario. Éste no debe tener la preponderancia que históricamente se le 
ha asignado, pues es sólo “el ministro del soberano”. El gobierno no es más que un “cuerpo 
intermedio establecido entre los súbditos y el soberano para su mutua correspondencia, 
encargado de la ejecución de las leyes y del mantenimiento de la libertad, tanto civil como 
política”. Este cuerpo lo conforman magistrados, reyes, príncipes o gobernantes, y no son 
legítimamente “soberanos”. No existe tampoco ningún “contrato” con el gobierno, pues el 
único pacto social es el que fundó a la sociedad y creó la soberanía. Con respecto al gobierno 
no puede haber ningún “pacto de sumisión”, por el cual la sociedad le transfiere poderes 
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dándose a sí misma un superior, un amo, un soberano. El único sometimiento del Estado es 
hacia la ley”. Puesto que la ley es expresión de la voluntad general, no puede ser soberana, 
porque la voluntad general no es inmutable; es potencia emancipadora, no decisión inalte-
rable, y debe cambiar a medida que las circunstancias sean diferentes. Afirma R (2001: 
114) que el objetivo esencial del contrato social es la construcción de la voluntad general en 
el sentido de construcción del bien común y este sentido es el que presta todo su relieve al 
ordenamiento constitucional y legislativo.

Por otro lado el pueblo cuenta con límites en sus funciones, pero son límites internos y, 
por ello, configuradores del propio concepto de pueblo. En este sentido, para Rousseau, 
como afirma R (2014: 16-17) el pueblo, como soberano, tiene un poder absoluto en 
el sentido de que no está sujeto a restricciones exógenas: es legibus solutus porque su poder 
procede de una enajenación completa y sin reservas de los derechos que pudieran tener los 
individuos antes de celebrar el contrato social, y, siendo esto así, ninguna materia susceptible 
de ser regulada por normas queda fuera de su dominio. Y sin embargo es un poder limitado, 
pues en tanto que titular del poder normativo de la colectividad sólo puede actuar mediante 
normas generales, y por eso no puede, como tal, interferir en las decisiones que adopten los 
particulares en la esfera de libertad definida y protegida por las leyes. En este sentido la ge-
neralidad de la ley constituye el límite interno al poder del soberano; pero, entendido como 
una cualidad de su naturaleza, no por ello deja de ser soberano.

¿Cuál era entonces la función del parlamento en el Estado liberal revolucionario? En el 
caso francés, donde existió –justamente por la influencia rousseauniana– cierta vacilación 
respecto a la naturaleza del poder constituyente y su dimensión constituida (limitada), el 
parlamento debía existir no para representar en general al pueblo, sino para decantar esa 
voluntad popular. Su función era, por lo tanto, instrumental, y obedecía al pensamiento 
individual propio del racionalismo. “Para que el Parlamento llegase a su fin (“descubrimien-
to” de la voluntad general) era preciso que el diputado pudiese reflexionar con plena liber-
tad. Si el primer paso para garantizar la racionalidad había sido la selección de “los mejores”, 
el segundo consistía en permitirles indagar por sí, y sin vínculos o presiones, la voluntad 
general. Lo importante, por consiguiente, era lograr que el diputado estuviese rodeado de 
mecanismos que le permitiesen alejar los influjos nocivos, que eliminasen todo resquicio 
de interés particular para permitir, así, que sólo pensase en términos de interés general. En 
definitiva, se trataba de garantizar los presupuestos básicos para la voluntad general: la li-
bertad reflexiva (y no viciada) del diputado, y la transmisión libre y no contaminada de 
ideas” (F S 2006: 274). El parlamento del Estado liberal revolucionario 
no representa propiamente, sino que colabora en la determinación de la voluntad popular 
que sería por necesidad preexistente al propio parlamento. No es propiamente mandato 
imperativo, puesto que el representante no está exento de ejercicio del pensamiento indi-
vidual; es más, se espera de él que use su capacidad intelectual para colaborar en la deter-
minación de la voluntad general. Pero tampoco es mandato plenamente libre, representa-
tivo sin ataduras, porque debe obedecer a la voluntad general y estar sometido a la decisión 
popular. Lo que justificaría, en términos de Rubio (2001: 98) la radical oposición de Rous-
seau al sistema de representación indirecta, sin verdadero control ciudadano de los diputa-
dos electos, justamente en nombre de la representación directa, la única legítima desde el 
auténtico punto de vista liberal: sólo el ciudadano puede decidir por sí mismo; la voluntad 
no puede representarse.
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Aun con diferencias notables, el pensamiento revolucionario norteamericano desarrolló 
con mayor precisión el papel limitado del parlamento, sujeto a la voluntad popular y, por lo 
tanto, sometido a la Constitución. Y coincidió con el planteamiento francés en la necesidad 
de utilizar la deliberación para extraer el interés general, lo que derivó finalmente en el de-
bate entre federalistas y antifederalistas que está en el origen de la Constitución federal nor-
teamericana de 1787. Como afirma B (2012: 256) los antifederalistas se consideran 
defensores de la república y no de la democracia, término con connotaciones muy negativas 
en la época tanto en los Estados Unidos de América, como en Francia. Los federalistas res-
pondían que la auténtica cuestión consistía en saber no quién (who) debía ser representado, 
los individuos o los grupos sociales, sino más bien qué (what) debía ser representado: o un 
bien común, o los intereses particulares de las diversas capas de población. En este sentido, 
defienden que intentar representar a los individuos y sus intereses profesionales condenaba 
a la legislación a convertirse en un agregado de intereses dispersos, en detrimento del interés 
público debidamente identificado

El fundamento de la obediencia del Derecho desde los postulados del Estado liberal de-
mocrático estriba en que en última instancia el contenido de la norma es democrático y, por 
ello, la ley es expresión de la voluntad general. Como pone de manifiesto F S-
 (2006: 262) Kant desarrolló en buena medida las teorías de Rousseau, aportando su 
idea de imperativo categórico: “así, el filósofo de Könisberg concebía la libertad como obe-
diencia a leyes externas consentidas que expresaban una voluntad general que, en realidad, 
no equivalía a “voluntad de todos”, sino a la voluntad “unificada” de todo el pueblo. La univer-
salidad y racionalidad de las leyes respondía al imperativo categórico en virtud del cual cada 
individuo, actuando conforme a la razón, podría llegar a convertirse en legislador universal”. 
Rousseau y Kant coincidieron en que la voluntad general no es esencialmente la voluntad de 
las mayorías. El papel del parlamento, en este sentido, no era por lo tanto la representación 
sin ataduras del pueblo, sino la obediencia al interés de él emanado: ser instrumento de ra-
cionalización de la voluntad general. El parlamento, desde este prisma, no solo no podía ser 
soberano, sino que ni tan solo podía ser representante (en sentido estricto) de la soberanía.

III. LA SOBERANÍA SE REPRESENTA: LA SOBERANÍA NACIONAL DEL ESTADO LIBERAL 
MODERADO 
El concepto de representación por parte del parlamento mudó a medida que la poten-

cialidad revolucionaria de los primeros liberales fue moderándose y dio paso a la ocupación 
de los parlamentos por la burguesía moderada, firmemente desafiante del radicalismo 
democrático. 

En primer lugar, el liberalismo moderado o conservador acabó por prohibir expresa-
mente el mandato imperativo y, con ello, impone el mandato representativo, directamente 
relacionado con el concepto soberanía de la nación, y que acabará siendo uno de los pilares 
del parlamentarismo liberal posterior (A 1996: 170). La prohibición del mandato 
imperativo está directamente relacionada con la soberanía de la nación. En el origen del 
planteamiento se encuentra que si bien se afirma que los representantes manifiestan en la 
Asamblea la voluntad de la nación, como esta no tiene por sí misma voluntad, en realidad 
son los representantes los que crean y determinan libremente el contenido de esa voluntad 
que antes de ellos no existía (A 1996: 169). De esta forma acabaría asimilándose la 
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soberanía de la nación a la voluntad del parlamento. Para Carré de Malberg, como resume 
L G (2011: 12), el concepto de “representación” solo es aceptable en sentido figu-
rado; los diputados no son “representantes” de sus electores en el sentido usual derivado del 
Derecho civil, ya que no están sujetos a las instrucciones de éstos. Si son representantes, lo 
son de la nación en su conjunto; por ello, la Asamblea sería más bien un órgano del Esta-
do-nación. La relación representativa se convierte así en una relación orgánica. Los repre-
sentantes de la nación, según B (2012: 249) no representarían a individuos, sino a un 
concepto que sólo puede ser concebido una vez que los representantes existen, es decir, una 
vez que estos últimos han actuado y han dictado un acto jurídico. En efecto, este acto no les 
será imputado como propio, tampoco será imputado a los individuos, tomados ut singuli, a 
los que la Constitución otorga el nombre de ciudadanos o de electores. Este acto será impu-
tado a una colectividad unificada que recibe, constitucionalmente, el nombre de nación. 
Desde la posición de Carré de Malberg, afirma L G (2011: 15) el parlamento 
vendría en la práctica a encarnar el poder legislativo, el ejecutivo y el constituyente. La ley 
parlamentaria se convertiría así no en la expresión de la voluntad general, sino en la única 
expresión de la voluntad general. De hecho, la voluntad general se vería sustituida por la 
voluntad parlamentaria, en un régimen de confusión de poderes.

Por otro lado, la involución conservadora que se produjo como reacción al constitucio-
nalismo liberal revolucionario iniciado a finales del siglo XVIII y principios del XIX trajo, 
entre otras cosas, la transferencia del poder de modificar la Constitución desde el sujeto 
soberano hacia los denominados representantes de la soberanía (M D, 2017: 
47-40). Se conocerá entonces como poder constituyente constituido al poder limitado en la 
Constitución y por la Constitución para cambiar el propio texto de la Constitución. En el 
campo del poder constituyente constituido ya no se requería la actuación directa del pueblo, 
sino de sus representantes –en confluencia, en las monarquías limitadas, con la voluntad del 
rey–. Se difuminaba de esta manera la diferenciación entre voluntad constituyente y volun-
tad constituida, cimiento del constitucionalismo democrático. El hecho de que la Constitu-
ción sólo pudiera ser modificada por acuerdo entre el parlamento burgués y la Corona, con 
exclusión absoluta de cualquier intervención popular, dotaba de la mayor seguridad al régi-
men liberal moderado que pretendía consolidar la estabilidad del Estado burgués.

Como se ha tratado en otra sede (M D, 2018: 80-81), la juridificación de 
la soberanía ha asumido dos dimensiones que se retroalimentan como posiciones estatistas: 
la estatalista, que identifica Constitución con Estado, y cuyo principal exponente es Jellinek, 
y la explicativo-positivista, que asume la disolución de la soberanía en el marco del Derecho, 
y cuyo principal exponente es K (2014: 33). Nos interesa en especial esta última. K-
 entiende que la soberanía es una “máscara trágica” bajo la que se esconden deseos de 
dominio de diverso tipo que identifica la última palabra, el fin supremo, la única “verdadera”: 
en el campo del Estado y del Derecho “la soberanía se trae a colación para señalar que un 
sujeto se encuentra en el escalón superior dentro de un rango de valores” (2014: 33). En ese 
sentido, K critica tanto al concepto de soberanía como fundamento del Estado como 
a la construcción supuestamente científica que asimila soberanía a Estado; en definitiva, la 
soberanía es una rémora del pasado cuando el futuro es la organización internacional, que 
limita el poder del Estado. “La idea de que el Estado soberano representa el orden jurídico 
más alto es simplemente incompatible con la pretensión de que exista un Derecho interna-
cional por encima del Estado titular del Derecho, que da fundamento al Estado y lo obliga 
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frente a otros Estados. Que el derecho internacional pueda limitar el ámbito de poder de 
unos Estados frente a otros y coordinarlos como sujetos de Derecho, es un pensamiento que 
solo ha de realizarse poco a poco y en lucha con el dogma de la soberanía del Estado” (2014: 
34). La disolución de la soberanía es una realidad, según K en el marco de los Estados 
federales al estilo de Suiza o los Estados Unidos: “la soberanía como rasgo esencial del Esta-
do debe desaparecer en la misma medida que la teoría del Estado intenta responder al reto 
de la unión de Estados y de que los Estados miembros de la Federación, antes Estados autó-
nomos, se continúen considerando Estados y no meramente provincias autónomas” (2014: 
38). Solo queda, por lo tanto, la soberanía de la Constitución. 

Los efectos de la representación de la soberanía por parte del parlamento son claros, y 
perviven en buena parte de las actuales Constituciones. En primer lugar, si difumina la dife-
rencia entre poder constituyente (voluntad popular) y poder constituido (voluntad del par-
lamento) en beneficio de este último. En segundo lugar, se magnifica la función de la ley 
frente a la de la Constitución, y se pone en cuestionamiento los procedimientos de control 
de la constitucionalidad y, con ello, la normatividad constitucional. Y, en tercer lugar, se deja 
en manos del parlamento la reforma de la Constitución, lo que rompe con el principio de-
mocrático de diferenciación de voluntades entre la del pueblo (dominante) y la del gobierno 
(sometida). Se pasa, por lo tanto, a una democracia limitada a la voluntad del parlamento, 
con la reducción del carácter emancipador de la democracia que este hecho puede implicar. 
Afirma R (2014: 27) que una vez que se acepta la representación política, la sobera-
nía del pueblo queda transferida a una asamblea representativa, reservándose el pueblo úni-
camente el derecho a elegir periódicamente sus representantes. Pero mediante esta manio-
bra el ideal de la política como un proceso orientado a la búsqueda cooperativa de un 
entendimiento tiende a ceder frente a una visión de la política como un proceso de compe-
tición por el control del poder con vistas a imponer programas alternativos sobre los que 
puede renunciarse de antemano a buscar consenso.

IV. CONCLUSIONES
Es común referirse en la doctrina a las transformaciones históricas del parlamento. De 

hecho, las asambleas parlamentarias contemporáneas poco o nada tienen que ver con los 
órganos de representación estamental medievales, aunque suelen traerse a colación como 
antecedentes del parlamento. Pero ya en el marco de la contemporaneidad, el más transcen-
dental cambio que han experimentado las asambleas parlamentarias ha sido el referido a su 
representación; cambio progresivo y difuminado de finales del siglo XVIII y durante el siglo 
XIX, que vino de la mano del paso del Estado liberal revolucionario al Estado liberal conser-
vador; esto es, de la soberanía popular –y no representada– a la soberanía nacional –repre-
sentada en el parlamento–.

El resultado fue no solo la depreciación de la normatividad constitucional hasta práctica-
mente el periodo de entreguerras, ya en el siglo XX y, por ello, la hegemonía del Estado legal 
frente al Estado constitucional; también la consolidación del poder de reforma –poder cons-
tituyente constituido– por parte del parlamento y la reducción de los límites entre la manifes-
tación constituyente y la manifestación constituida del poder constituyente democrático.

Con el denominado mandato representativo no solo se pudo fin al mandato imperativo 
propio de los órganos de representación estamental, sino también al mandato permanente-
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mente relacionado con la voluntad popular creado en el Estado liberal conservador. La so-
beranía dejará de residir únicamente en el pueblo (soberanía popular) para ser representa-
da en el parlamento (soberanía nacional) y, por lo tanto, la voluntad del parlamento se 
confundirá con la voluntad popular, con todos los perjuicios que ello implica para el consti-
tucionalismo democrático.
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